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Rionegro, 18  de abril  de 2022 

 

 

Señores 

  
Juzgado Segundo Promiscuo de Familia.  
 

 

 

Asunto: RECURSO DE REPOSICIÓN. 

 

Cordial Saludo.  

 

Yo, Oscar Alejandro Rodríguez Gómez, identificado con la C.C. 14.254.294 de Melgar, 

respetuosamente me dirijo a ustedes para interponer el presente RECURSO DE 

REPOSICIÓN CONTRA la providencia N 334  del 8 de abril del 2022 (auto 

interlocutorio), mediante la cual el Juzgado Segundo Promiscuo de Familia de Rionegro, 

emite orden de arresto en mi contra.    

 

 

HECHOS  

 

PRIMERO: Actualmente laboro para la empresa Uniflor S.A.S  ubicada en el municipio de 

Rionegro, Antioquia y mi salario básico corresponde a 1.120.000 pesos. (anexo # 1) 

 

SEGUNDO: Tengo dos hijos menores de edad: Thiago Rodríguez Bedoya, identificado con 

tarjeta de identidad número 1.054.563.406 y Jerónimo Rodríguez Vásquez. (anexo # 3, 4 y 

testigos 1 y 2)  

 

TERCERO: Jerónimo Rodríguez Vázquez vive con su madre, Yuliana Vásquez Castrillón, 

identificada con cédula de ciudadanía número 1036958530. A favor de Jerónimo pago una 

cuota alimentaria de 180.000 pesos mensuales. (testigo # 1 y anexo 5).  

 

CUARTO: Thiago Rodríguez Bedoya  también vive con su madre, Blanca Idali Bedoya, 

identificada con cédula de ciudadanía número 1073321405. A favor de Thiago pago una 

cuota alimentaria de 180.000 pesos mensuales. (testigo # 2 y anexos 5).  

 

QUINTO: Actualmente vivo en una pieza de una casa ubicada en el municipio de Rionegro  

y debo pagar por mi estadía 500.000  pesos mensuales (anexo # 6) 

 

SEXTO: Hace algunos años se me presentó la oportunidad de adquirir un apartamento  

ubicado en el Municipio de Rionegro – Antioquia, específicamente en la Calle 31ª-59 

(Conjunto Residencial – Jardín de Cimarronas). Para lograr adquirir el bien y posteriormente  

realizar algunos arreglos en el mismo, para hacerlo habitable, tuve que solicitar dos préstamos 

con diferentes entidades: Cotrafa y Comfama (anexo #7)  

 

SEPTIMO: Debo pagar un valor aproximado de 249.290 pesos como cuota mensual por el 

préstamo de Cotrafa, valor que se me descuenta directamente de la nómina. Además, debo 

cancelar  331.672 pesos mensuales  por el préstamo que tengo con Comfama. (anexo # 2 y 

8) 



 
 

OCTAVO:  En el transcurso del 2021 y a inicios del 2022, me encontraba inmerso en un 

procedimiento administrativo ante la Comisaría Cuarta de Familia de Rionegro, debido a que 

una expareja mía, con la cual tuve  a mi hijo Thiago, manifestó que yo había transgredido las 

medidas de protección definitivas decretadas por la Comisaría Cuarta de Familia de 

Rionegro, las cuales fueron establecidas mediante la resolución N 068 del 9 noviembre de 

2020 (anexo # 9).  

 

NOVENO: A través de la resolución N 013 del 3 de marzo de 2022, la Comisaría Cuarta de 

Familia del municipio de Rionegro, me impuso sanción económica equivalente a 1.817.052  

pesos, debido a que me halló culpable de haber incumplido las medidas de protección 

definitivas ya mencionadas en el hecho anterior.  Sin embargo, debido a que no leí de manera 

atenta la resolución al momento de ser notificado de la misma, no me percate de que se me 

había impuesto una multa, sino hasta muchos días después de que me fue entregado el 

documento (anexo # 9). 

 

DÉCIMO: Una vez consciente de la sanción impuesta, acudí a la Comisaría Cuarta de 

Familia de Rionegro y estando allí, le manifesté a la comisaria, Yenny Fernanda Toro Henao, 

que yo no tenía la capacidad económica para cancelar la multa en una sola cuota, razón por 

la cual solicité se me concediera un acuerdo de pago, en virtud del cual, pudiera pagar la 

sanción en varias cuotas. La Comisaria argumentó no ser competente para conceder dicho 

acuerdo de pago. 

 

DÉCIMO PRIMERO: Teniendo en cuenta la negativa presentada por la comisaria a mi 

solicitud, acudí a la Personería para averiguar, si esta autoridad podía darme luces frente a 

quien podría ser competente para otorgarme el acuerdo de pago solicitado. Un funcionario 

de la Personería me aconsejó que acudiera a Tesorería municipal. Sin embargo, en este 

dependencia me manifestaron que no eran competentes para dar viabilidad a mi solicitud, 

razón por la cual, me aconsejaron acudir a la oficina de Rentas. Un funcionario que se 

encontraba en esta dependencia, rechazó la posibilidad de conceder mi solicitud del acuerdo 

de pago y me recomendó que me presentara en los juzgados para ver si alguien que trabajara 

allí me podía resolver mi situación.  

 

DÉCIMO SEGUNDO: En los juzgados, luego de hablar con el señor Juan Camilo Gutiérrez 

García, se me puso de presente la imposibilidad de aceptar un acuerdo de pago. Solo me 

hicieron entrega de un documento (anexo # 10).  

 

DÉCIMO TERCERO: La Comisaría Cuarta  de Familia de Rionegro, debido a la mora que 

vengo presentado en la cancelación de la sanción impuesta, fruto de la imposibilidad 

económica que tengo de poder cancelar la multa en una sola cuota, emitió un acto 

administrativo con fecha del 4 de abril de 2022, “por el cual se remiten diligencias al juzgado 
promiscuo de familia (R), para que surta grado jurisdiccional de consulta y se expida orden 

de privación de la libertad” (anexo # 11).  

 

DÉCIMO CUARTO: Luego de saber que posiblemente me iban a privar de la libertad por 

no haber cancelado la sanción impuesta por la resolución número 013 del 3 de marzo de 

2022, acudí nuevamente, el 7 de abril de 2022 a la 1:15 pm, a Tesorería municipal de 

Rionegro, para solicitar que esta dependencia me permitiera realizar el acuerdo de pago para 

poder cancelar  la sanción en varias cuotas. Un funcionario de Tesorería, Ana María 

Londoño, me reitero que en esa dependencia no eran competentes para conceder mi petición. 

Debido a lo anterior, me presente nuevamente en la oficina de Rentas del municipio de 

Rionegro a la 1:43 pm y solicite, que me concedieran el acuerdo de pago en virtud de la 

situación económica precaria en la que me encuentro.  Un funcionario de la dependencia 

mencionada, Stiven Cardona, me indico que la única autoridad que me podía aceptar el pago 

de la sanción a través de varias cuotas, era la Comisaría de Familia de Rionegro. (anexo # 

12).   

 



DÉDIMO QUINTO: El 11 de abril de 2022, fui notificado personalmente del auto mediante 

el cual, el Juzgado Segundo Promiscuo de Familia de Rionegro, aceptaba la conversión en 

arresto solicitada por la Comisaría y como consecuencia de ello, ordenaba mi arresto.  

 

 

PRETENSIONES 

 

PRIMERA: De la manera más respetuosa solicito se me acepte la realización de un acuerdo 

de pago para yo poder, por cuotas, cancelar la sanción que se me impuso a través de la 

resolución 013 del 3 de marzo del 2022. Mi capacidad de pago para las cuotas mensuales es 

de 150.000 pesos.  

 

SEGUNDA: Como consecuencia de la aceptación de la realización de un acuerdo de 

pago, solicito que este despacho revoque la providencia N334 del 8 de abril de 2022.  

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO:  

 

Artículos 1, 4, 25 y 44 de la Constitución Política de Colombia.  

Ley 294 de 1996.  

Sentencia T 557 de 2011, T 572 de 2009 y T 681 de 2016 de la Corte Constitucional.  

 

 

RAZONES DE DERECHO: 
 

 

Debido a la complejidad que representan las dinámicas de las sociedades modernas, pareciera 

suceder de manera frecuente, como muchos lo han sostenido, que los hechos superan la 

norma y por ende, se dificulta la labor del operador jurídico para fallar en un caso concreto. 

Atendiendo a esta problemática, se observa que el ordenamiento jurídico otorga a los jueces 

diferentes herramientas para que puedan encontrar la solución justa a cada caso concreto. 

Ejemplo de la herramientas orientadoras que tienen los jueces para fallar, sería la 

Constitución como carta de navegación de nuestro Estado Social y Democrático de Derecho, 

los principios establecidos en la normas para la interpretación y aplicación de las mismas y 

la jurisprudencia.  

 

Aunque yo cometí un error del cual estoy consciente y arrepentido, pues entiendo que con 

mis acciones genere dolor en  personas cercanas a mí, considero con fundamento en lo 

anterior que, si no se me posibilita lograr un acuerdo de pago para poder cancelar la sanción 

que se me impuso  por la Comisaria Cuarta de Familia de Rionegro y por esta situación llego 

a ser privado de la libertad, se estaría tomando una decisión que iría en contra de la 

Constitución,  la verdadera teleología de la norma que se pretende aplicar para ordenar mi 

arresto y  pronunciamientos de la Corte Constitucional, los cuales son aplicables al caso 

concreto.  

 

En primer lugar, nadie está obligado a lo imposible. He demostrado a través del presente 

escrito, que no he podido cancelar la sanción que se me impuso, debido a que no tengo la 

posibilidad económica de hacerlo en un solo pago, pues mis gastos mensuales muchas veces 

sobrepasan los ingresos que tengo fruto de mi trabajo estable y fijo. Además, he tenido 

dificultades para realizar cualquier pago, aunque sea parcial, debido a la falta de claridad de 



los funcionarios de la administración municipal, cuando les pregunto cuál es la autoridad 

competente para aceptarme la propuesta de un acuerdo de pago.  

 

En segundo lugar, en caso de que se me niegue la posibilidad de realizar el acuerdo que 

solicito y llegue a ser privado de la libertad por estar obligado a pagar una suma de dinero 

que me queda imposible cancelar en una sola cuota, perdería mi trabajo y fruto de esta 

situación se generarían consecuencias nefastas para mi familia. Como mencione en el 

presente texto, mensualmente contribuyo a la formación integral de mis hijos menores de 

edad, mediante la consignación de sumas de dinero periódicas. Si pierdo mi libertad y trabajo, 

mis hijos quedarían desprovistos de una fuente de ingresos que es necesaria para ellos y cuya 

ausencia vulneraría sus derechos fundamentales. Recordemos que, según el artículo 44 de la 

Constitución, los derechos de los niños prevalecen sobre los demás y es deber de la familia, 

la sociedad y el Estado  asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e 

integral y el ejercicio pleno de sus derechos.  

 

 

 La Corte Constitucional en la sentencia T 577/2011, al abordar en gran medida lo 

relacionado con la adopción de medidas de protección y restablecimiento de derechos de los 

menores y citando la sentencia T 572 de 2009, manifestó lo siguiente:  

 

En pocas palabras, las autoridades administrativas, al momento de decretar y 

practicar medidas de restablecimiento de derechos, deben ejercer tales 

competencias legales de conformidad con la Constitución, lo cual implica 

proteger los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes con base 

en criterios de racionalidad y proporcionalidad; lo contrario, paradójicamente, 

puede acarrear un desconocimiento de aquéllos. 

 

Aunque en el caso objeto de estudio no se esta hablando de una medida de 

restablecimiento de derechos decretada en virtud del código de infancia y 

adolescencia, lo cierto es que, lo establecido anteriormente por la Corte Constitucional, 

es susceptible de ser analizado en este caso, debió a que la Comisaría Cuarta de 

Rionegro, en la resolución 013 del 3 de marzo del 2022, y el mismo Juzgado Segundo 

Promiscuo de Familia de Rionegro, en  auto N 257 del 16 marzo de 2022,  fundamentan 

la viabilidad de imponer una medida de protección definitiva y la sanción pecuniaria, 

entre otras consideraciones, en el hecho de que se debe generar un efecto disuasivo, 

que impida que yo ejecute los actos reprochados, por los efectos que los mismos 

generan en mi hijo.  

 

Si se esta teniendo en cuenta el interés de mi hijo menor de edad para determinar la 

procedencia o pertinencia de una sanción que se me va a imponer, lo cual sería lo más 

lógico, según los principios que orientan la interpretación y aplicación de la ley 294 

de 1996, entonces la conversión en arresto supondría una decisión administrativa y 

eventualmente judicial, que sería paradójicamente contraria al  interés superior de mi 

hijo, pues este quedaría desprovisto de una fuente de ingresos necesaria para El, como 

ya lo he mencionado, aún cuando ya se ha generado el efecto disuasivo perseguido por 

la ley al haberse decretado la sanción monetaria. 

 

La Corte Constitucional, en la sentencia T 557 de 2011, estableció de manera precisa 

que: es claro que las decisiones judiciales protectoras de los menores en un Estado 

social y democrático de Derecho, tienen por objeto garantizar el interés superior del 

menor. 

 

En tercer lugar, en caso de que se me niegue la posibilidad de un acuerdo de pago y llegue   

a ser privado de la libertad, por estar obligado a pagar una suma de dinero que me queda 

imposible cancelar en una sola cuota, perdería mi trabajo y por ende mi fuente de subsistencia 

directa. La anterior situación conllevaría a que se vea afectado mi mínimo vital y 

posiblemente me saque de la fuerza laboral durante un buen tiempo, debido a la dificultad 

que existe en la actualidad de conseguir trabajo estable y formal. El artículo 25 de la 



Constitución establece que “El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas 

sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un 

trabajo en condiciones dignas y justas” (2).  
 

En cuarto lugar, en caso de que se me niegue la posibilidad de un acuerdo de pago y llegue   

a ser privado de la libertad por estar obligado a pagar una suma de dinero que me queda 

imposible cancelar en una sola cuota, se estaría poniendo en riesgo la adquisición que vengo 

realizando de un apartamento propio para mí  y mi familia. He dado cuenta de cómo pago, 

en la actualidad, varias sumas de dinero por los préstamos que me realizaron diversas 

entidades, para poder adquirir un apartamento y volverlo habitable.  

 

 

En quinto lugar, el ser privado de la libertad, fruto de la no cancelación  inmediata de una 

multa, debido a una situación económica precaria en la cual me encuentro, supone el 

desconocimiento de los principios que deben ser observados para interpretar y aplicar la ley 

294 de 1996. La mencionada disposición normativa, en su artículo número tres, sostiene que 

se deben observar, para su aplicación, entre otros, los siguientes principios:  

 

1. Primacía de los derechos fundamentales y reconocimiento de la familia como 

institución básica de la sociedad. 

2.  Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud, la 

seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una 

familia y no ser separados de ella, el cuidado y el amor, la educación, la cultura, la 

recreación y la libre expresión de sus opiniones. 

 

Con la imposición y pago de la sanción monetaria mencionada a lo largo de este recurso, 

aunque  el pago sea realizado en varias cuotas, se estaría cumpliendo el fin disuasivo que 

pretende la norma frente a los comportamientos que se consideran constitutivos de violencia 

intrafamiliar, pues estoy arrepentido de los actos que ejecute y estoy seguro de que no los 

volveré a realizar. Si se va más allá de la multa y  es aceptada y decretada la conversión en 

arresto, entonces lo que se estaría poniendo en peligro son los derechos fundamentales de los 

menores que tengo a mi cargo, mis derechos fundamentales  y el reconocimiento de la familia 

como institución básica fundamental. Como ya he mencionado en reiteradas ocasiones, mis 

hijos dependen de la fuente de ingreso que yo logro proveer a través de la consignación de 

sumas periódicas de dinero a favor de ellos, lo cual logro hacer gracias al trabajo que tengo 

en este momento.  

 

 

En sexto lugar, la Corte Constitucional ha mencionado en reiteradas ocasiones, que existen 

casos en virtud de los cuales, gracias a la figura jurídica de la excepción por 

inconstitucionalidad, el operador judicial tiene una facultad-deber de inaplicar una norma  en 

el caso concreto para, en su lugar, dar aplicación y prevalencia a la Constitución. En este 

sentido, La Corte en la sentencia T 681 de 2016, estableció que la excepción por 

inconstitucionalidad se constituye como una “eficaz herramienta jurídica-política 

de protección al principio de supremacía constitucional, garantizando (en el caso concreto) 

su jerarquía y materialidad dentro del sistema de fuentes del derecho”.  
 

A su vez, en la misma providencia mencionada anteriormente y citando varias sentencias, la 

Corte Constitucional dio cuenta de cómo la excepción por inconstitucionalidad procede, entre 

muchos otros casos, cuando:  

 

“En virtud, de la especificidad de las condiciones del caso particular, la aplicación 

de la norma acarrea consecuencias que no estarían acordes a la luz del ordenamiento 

iusfundamental. En otras palabras, puede ocurrir también que se esté en presencia 

de una norma que, en abstracto, resulte conforme a la Constitución, pero no pueda 

ser utilizada en el caso concreto sin vulnerar disposiciones constitucionales”.  
 



En conclusión, negarme la posibilidad de un acuerdo de pago para la cancelación de una 

sanción que se me impuso y el hecho de que llegue a ser privado de la libertad en virtud de 

esta situación, constituye una decisión que considero, según las características propias de mi 

caso, va en contra de la Constitución, los principios orientadores previstos en la ley 294 de 

1996 y la jurisprudencia.   

 

Lo hasta en este momento mencionado, teniendo en cuenta que soy consciente del error 

cometido y que estoy dispuesto a no volver a incurrir en las acciones que generaron la 

sanción. Siempre he tenido y sigo teniendo, la intención de cumplir la multa que se me 

impuso, pero considero desproporcionado, que pierda mi libertad por que el Estado me exija 

pagar la multa en una sola cuota, aún cuando he dado cuenta de mi voluntad de pago en 

cuotas.  
 

 

ANEXOS Y PRUEBAS 

 

 

1. Certificado laboral 

2. Colillas de pago quincenas.  

3. Registro civil de nacimiento de Jerónimo. 

4. Tarjeta de identidad y registro civil de nacimiento de Thiago.  

5. Comprobantes de pago de alimentos en favor de Thiago y Jerónimo.  

6. Certificado de que pago 500.000 pesos mensuales para poder vivir en una pieza de 

una casa.  

7. Documentos que dan cuenta de los diferentes tramites que vengo adelantando para 

poder adquirir el apartamento.  

8. Documento en donde se evidencia el préstamo que tengo con Comfama y las cuotas 

que debo pagar mensualmente.  

9. Resolución N 013 expedida por la Comisaría Cuarta del Municipio de Rionegro, el 3 

de marzo de 2022.  

10. Notificación personal de la providencia que confirmó la resolución N 013 del 3 de 

marzo de 2022.  

11. Auto N 079 del 4 de abril de 2022.  

12. Documentos en los cuales tomo nota de los funcionarios con los cuales hable en 

Tesorería y Rentas.   

 

 

 

TESTIGOS: 
 
 

1. Testigo # 1:  

 

• Yuliana Vásquez Castrillón. 

• Cédula de ciudadanía: 1036958530 

• Celular: 3137184243  

 

2. Testigo # 2:  

 

• Blanca Idali Bedoya Medina.  

• Cédula de ciudadanía: 1073321405 

• Celular: 3113184042 



 

 

NOTIFICACIONES 

 

A continuación, relaciono los datos para las debidas notificaciones:  
Correo electrónico: oscarodriguez230@gmail.com 

 Celular: 300 274 3392. 

 

Oscar Alejandro Rodríguez.  

C.C. No. 14.254. 294 

 

ANEXOS:  
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Anexo #1. 



UNIFLOR S.A.S.29/03/2022 11:01:31 p.m.

COMPROBANTE PAGO DE NOMINA

PERIODO: 2022Q06

AREA:CORT2DEPTO: PDN

NETODEDUCCIONESPAGOSHORASCONCEPTOCOD.

RODRIGUEZ GOMEZ OSCAR ALEJANDRO14,254,294

0 HORAS BASICAS 117.50 $499,375.00 $0.00

4 HORAS FESTIVAS DIURNAS 8.00 $59,500.00 $0.00

17 HORAS COMPENSADAS EN TIEMPO 2.50 $10,625.00 $0.00

22 AUXILIO DE TRANSPORTE 0.00 $58,586.00 $0.00

30 AUXILIO ALIMENTACION 0.00 $50,000.00 $0.00

53 PENSION 0.00 $0.00 $22,780.00

54 SALUD 0.00 $0.00 $22,780.00

59 PRESTAMO COTRAFA 0.00 $0.00 $124,645.00

703 CAFETERIA UF2 0.00 $0.00 $1,600.00

$678,086.00 $171,805.00 $506,281.00128.00TOTAL RODRIGUEZ GOMEZ OSCAR ALEJANDRO

RECIBI CONFORME

Anexo # 2.  



UNIFLOR S.A.S.13/04/2022 6:07:18 a.m.

COMPROBANTE PAGO DE NOMINA

PERIODO: 2022Q07

AREA:CORT2DEPTO: PDN

NETODEDUCCIONESPAGOSHORASCONCEPTOCOD.

RODRIGUEZ GOMEZ OSCAR ALEJANDRO14,254,294

0 HORAS BASICAS 110.75 $470,687.00 $0.00

3 HORAS DOMINICALES DIURNAS 8.00 $59,500.00 $0.00

7 HORAS EXTRAS DIURNAS 0.00 $0.00 $0.00

17 HORAS COMPENSADAS EN TIEMPO 5.25 $22,312.00 $0.00

22 AUXILIO DE TRANSPORTE 0.00 $58,586.00 $0.00

30 AUXILIO ALIMENTACION 0.00 $50,000.00 $0.00

53 PENSION 0.00 $0.00 $22,780.00

54 SALUD 0.00 $0.00 $22,780.00

59 PRESTAMO COTRAFA 0.00 $0.00 $124,645.00

177 COMPENSATORIO POR VOTACION 4.00 $17,000.00 $0.00

$678,085.00 $170,205.00 $507,880.00128.00TOTAL RODRIGUEZ GOMEZ OSCAR ALEJANDRO

RECIBI CONFORME



Anexo # 3. 



Anexo # 4: tarjeta de identidad Thiago. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 





Anexo # 6: comprobante de pago alquiler pieza. 



Anexo # 7: trámites para adquirir el apartamento. 

 

 



 

 

 



 

 

 

 

 



Anexo #8: Préstamo Comfama.







Anexo # 9: Resolución N 013 del 3 de marzo de 2022. 

 

 



 

 



 

 

 

 

  



 

  

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 



 



Anexo # 10.



Anexo # 11.  

 

 

 



 

 

 

 



 



Anexo # 12.






Rionegro, 18  de abril  de 2022 

 

 

Señores 

  
Juzgado Segundo Promiscuo de Familia.  
 

 

 

Asunto: RECURSO DE REPOSICIÓN. 

 

Cordial Saludo.  

 

Yo, Oscar Alejandro Rodríguez Gómez, identificado con la C.C. 14.254.294 de Melgar, 

respetuosamente me dirijo a ustedes para interponer el presente RECURSO DE 

REPOSICIÓN CONTRA la providencia N 334  del 8 de abril del 2022 (auto 

interlocutorio), mediante la cual el Juzgado Segundo Promiscuo de Familia de Rionegro, 

emite orden de arresto en mi contra.    

 

 

HECHOS  

 

PRIMERO: Actualmente laboro para la empresa Uniflor S.A.S  ubicada en el municipio de 

Rionegro, Antioquia y mi salario básico corresponde a 1.120.000 pesos. (anexo # 1) 

 

SEGUNDO: Tengo dos hijos menores de edad: Thiago Rodríguez Bedoya, identificado con 

tarjeta de identidad número 1.054.563.406 y Jerónimo Rodríguez Vásquez. (anexo # 3, 4 y 

testigos 1 y 2)  

 

TERCERO: Jerónimo Rodríguez Vázquez vive con su madre, Yuliana Vásquez Castrillón, 

identificada con cédula de ciudadanía número 1036958530. A favor de Jerónimo pago una 

cuota alimentaria de 180.000 pesos mensuales. (testigo # 1 y anexo 5).  

 

CUARTO: Thiago Rodríguez Bedoya  también vive con su madre, Blanca Idali Bedoya, 

identificada con cédula de ciudadanía número 1073321405. A favor de Thiago pago una 

cuota alimentaria de 180.000 pesos mensuales. (testigo # 2 y anexos 5).  

 

QUINTO: Actualmente vivo en una pieza de una casa ubicada en el municipio de Rionegro  

y debo pagar por mi estadía 500.000  pesos mensuales (anexo # 6) 

 

SEXTO: Hace algunos años se me presentó la oportunidad de adquirir un apartamento  

ubicado en el Municipio de Rionegro – Antioquia, específicamente en la Calle 31ª-59 

(Conjunto Residencial – Jardín de Cimarronas). Para lograr adquirir el bien y posteriormente  

realizar algunos arreglos en el mismo, para hacerlo habitable, tuve que solicitar dos préstamos 

con diferentes entidades: Cotrafa y Comfama (anexo #7)  

 

SEPTIMO: Debo pagar un valor aproximado de 249.290 pesos como cuota mensual por el 

préstamo de Cotrafa, valor que se me descuenta directamente de la nómina. Además, debo 

cancelar  331.672 pesos mensuales  por el préstamo que tengo con Comfama. (anexo # 2 y 

8) 



 
 

OCTAVO:  En el transcurso del 2021 y a inicios del 2022, me encontraba inmerso en un 

procedimiento administrativo ante la Comisaría Cuarta de Familia de Rionegro, debido a que 

una expareja mía, con la cual tuve  a mi hijo Thiago, manifestó que yo había transgredido las 

medidas de protección definitivas decretadas por la Comisaría Cuarta de Familia de 

Rionegro, las cuales fueron establecidas mediante la resolución N 068 del 9 noviembre de 

2020 (anexo # 9).  

 

NOVENO: A través de la resolución N 013 del 3 de marzo de 2022, la Comisaría Cuarta de 

Familia del municipio de Rionegro, me impuso sanción económica equivalente a 1.817.052  

pesos, debido a que me halló culpable de haber incumplido las medidas de protección 

definitivas ya mencionadas en el hecho anterior.  Sin embargo, debido a que no leí de manera 

atenta la resolución al momento de ser notificado de la misma, no me percate de que se me 

había impuesto una multa, sino hasta muchos días después de que me fue entregado el 

documento (anexo # 9). 

 

DÉCIMO: Una vez consciente de la sanción impuesta, acudí a la Comisaría Cuarta de 

Familia de Rionegro y estando allí, le manifesté a la comisaria, Yenny Fernanda Toro Henao, 

que yo no tenía la capacidad económica para cancelar la multa en una sola cuota, razón por 

la cual solicité se me concediera un acuerdo de pago, en virtud del cual, pudiera pagar la 

sanción en varias cuotas. La Comisaria argumentó no ser competente para conceder dicho 

acuerdo de pago. 

 

DÉCIMO PRIMERO: Teniendo en cuenta la negativa presentada por la comisaria a mi 

solicitud, acudí a la Personería para averiguar, si esta autoridad podía darme luces frente a 

quien podría ser competente para otorgarme el acuerdo de pago solicitado. Un funcionario 

de la Personería me aconsejó que acudiera a Tesorería municipal. Sin embargo, en este 

dependencia me manifestaron que no eran competentes para dar viabilidad a mi solicitud, 

razón por la cual, me aconsejaron acudir a la oficina de Rentas. Un funcionario que se 

encontraba en esta dependencia, rechazó la posibilidad de conceder mi solicitud del acuerdo 

de pago y me recomendó que me presentara en los juzgados para ver si alguien que trabajara 

allí me podía resolver mi situación.  

 

DÉCIMO SEGUNDO: En los juzgados, luego de hablar con el señor Juan Camilo Gutiérrez 

García, se me puso de presente la imposibilidad de aceptar un acuerdo de pago. Solo me 

hicieron entrega de un documento (anexo # 10).  

 

DÉCIMO TERCERO: La Comisaría Cuarta  de Familia de Rionegro, debido a la mora que 

vengo presentado en la cancelación de la sanción impuesta, fruto de la imposibilidad 

económica que tengo de poder cancelar la multa en una sola cuota, emitió un acto 

administrativo con fecha del 4 de abril de 2022, “por el cual se remiten diligencias al juzgado 
promiscuo de familia (R), para que surta grado jurisdiccional de consulta y se expida orden 

de privación de la libertad” (anexo # 11).  

 

DÉCIMO CUARTO: Luego de saber que posiblemente me iban a privar de la libertad por 

no haber cancelado la sanción impuesta por la resolución número 013 del 3 de marzo de 

2022, acudí nuevamente, el 7 de abril de 2022 a la 1:15 pm, a Tesorería municipal de 

Rionegro, para solicitar que esta dependencia me permitiera realizar el acuerdo de pago para 

poder cancelar  la sanción en varias cuotas. Un funcionario de Tesorería, Ana María 

Londoño, me reitero que en esa dependencia no eran competentes para conceder mi petición. 

Debido a lo anterior, me presente nuevamente en la oficina de Rentas del municipio de 

Rionegro a la 1:43 pm y solicite, que me concedieran el acuerdo de pago en virtud de la 

situación económica precaria en la que me encuentro.  Un funcionario de la dependencia 

mencionada, Stiven Cardona, me indico que la única autoridad que me podía aceptar el pago 

de la sanción a través de varias cuotas, era la Comisaría de Familia de Rionegro. (anexo # 

12).   

 



DÉDIMO QUINTO: El 11 de abril de 2022, fui notificado personalmente del auto mediante 

el cual, el Juzgado Segundo Promiscuo de Familia de Rionegro, aceptaba la conversión en 

arresto solicitada por la Comisaría y como consecuencia de ello, ordenaba mi arresto.  

 

 

PRETENSIONES 

 

PRIMERA: De la manera más respetuosa solicito se me acepte la realización de un acuerdo 

de pago para yo poder, por cuotas, cancelar la sanción que se me impuso a través de la 

resolución 013 del 3 de marzo del 2022. Mi capacidad de pago para las cuotas mensuales es 

de 150.000 pesos.  

 

SEGUNDA: Como consecuencia de la aceptación de la realización de un acuerdo de 

pago, solicito que este despacho revoque la providencia N334 del 8 de abril de 2022.  

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO:  

 

Artículos 1, 4, 25 y 44 de la Constitución Política de Colombia.  

Ley 294 de 1996.  

Sentencia T 557 de 2011, T 572 de 2009 y T 681 de 2016 de la Corte Constitucional.  

 

 

RAZONES DE DERECHO: 
 

 

Debido a la complejidad que representan las dinámicas de las sociedades modernas, pareciera 

suceder de manera frecuente, como muchos lo han sostenido, que los hechos superan la 

norma y por ende, se dificulta la labor del operador jurídico para fallar en un caso concreto. 

Atendiendo a esta problemática, se observa que el ordenamiento jurídico otorga a los jueces 

diferentes herramientas para que puedan encontrar la solución justa a cada caso concreto. 

Ejemplo de la herramientas orientadoras que tienen los jueces para fallar, sería la 

Constitución como carta de navegación de nuestro Estado Social y Democrático de Derecho, 

los principios establecidos en la normas para la interpretación y aplicación de las mismas y 

la jurisprudencia.  

 

Aunque yo cometí un error del cual estoy consciente y arrepentido, pues entiendo que con 

mis acciones genere dolor en  personas cercanas a mí, considero con fundamento en lo 

anterior que, si no se me posibilita lograr un acuerdo de pago para poder cancelar la sanción 

que se me impuso  por la Comisaria Cuarta de Familia de Rionegro y por esta situación llego 

a ser privado de la libertad, se estaría tomando una decisión que iría en contra de la 

Constitución,  la verdadera teleología de la norma que se pretende aplicar para ordenar mi 

arresto y  pronunciamientos de la Corte Constitucional, los cuales son aplicables al caso 

concreto.  

 

En primer lugar, nadie está obligado a lo imposible. He demostrado a través del presente 

escrito, que no he podido cancelar la sanción que se me impuso, debido a que no tengo la 

posibilidad económica de hacerlo en un solo pago, pues mis gastos mensuales muchas veces 

sobrepasan los ingresos que tengo fruto de mi trabajo estable y fijo. Además, he tenido 

dificultades para realizar cualquier pago, aunque sea parcial, debido a la falta de claridad de 



los funcionarios de la administración municipal, cuando les pregunto cuál es la autoridad 

competente para aceptarme la propuesta de un acuerdo de pago.  

 

En segundo lugar, en caso de que se me niegue la posibilidad de realizar el acuerdo que 

solicito y llegue a ser privado de la libertad por estar obligado a pagar una suma de dinero 

que me queda imposible cancelar en una sola cuota, perdería mi trabajo y fruto de esta 

situación se generarían consecuencias nefastas para mi familia. Como mencione en el 

presente texto, mensualmente contribuyo a la formación integral de mis hijos menores de 

edad, mediante la consignación de sumas de dinero periódicas. Si pierdo mi libertad y trabajo, 

mis hijos quedarían desprovistos de una fuente de ingresos que es necesaria para ellos y cuya 

ausencia vulneraría sus derechos fundamentales. Recordemos que, según el artículo 44 de la 

Constitución, los derechos de los niños prevalecen sobre los demás y es deber de la familia, 

la sociedad y el Estado  asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e 

integral y el ejercicio pleno de sus derechos.  

 

 

 La Corte Constitucional en la sentencia T 577/2011, al abordar en gran medida lo 

relacionado con la adopción de medidas de protección y restablecimiento de derechos de los 

menores y citando la sentencia T 572 de 2009, manifestó lo siguiente:  

 

En pocas palabras, las autoridades administrativas, al momento de decretar y 

practicar medidas de restablecimiento de derechos, deben ejercer tales 

competencias legales de conformidad con la Constitución, lo cual implica 

proteger los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes con base 

en criterios de racionalidad y proporcionalidad; lo contrario, paradójicamente, 

puede acarrear un desconocimiento de aquéllos. 

 

Aunque en el caso objeto de estudio no se esta hablando de una medida de 

restablecimiento de derechos decretada en virtud del código de infancia y 

adolescencia, lo cierto es que, lo establecido anteriormente por la Corte Constitucional, 

es susceptible de ser analizado en este caso, debió a que la Comisaría Cuarta de 

Rionegro, en la resolución 013 del 3 de marzo del 2022, y el mismo Juzgado Segundo 

Promiscuo de Familia de Rionegro, en  auto N 257 del 16 marzo de 2022,  fundamentan 

la viabilidad de imponer una medida de protección definitiva y la sanción pecuniaria, 

entre otras consideraciones, en el hecho de que se debe generar un efecto disuasivo, 

que impida que yo ejecute los actos reprochados, por los efectos que los mismos 

generan en mi hijo.  

 

Si se esta teniendo en cuenta el interés de mi hijo menor de edad para determinar la 

procedencia o pertinencia de una sanción que se me va a imponer, lo cual sería lo más 

lógico, según los principios que orientan la interpretación y aplicación de la ley 294 

de 1996, entonces la conversión en arresto supondría una decisión administrativa y 

eventualmente judicial, que sería paradójicamente contraria al  interés superior de mi 

hijo, pues este quedaría desprovisto de una fuente de ingresos necesaria para El, como 

ya lo he mencionado, aún cuando ya se ha generado el efecto disuasivo perseguido por 

la ley al haberse decretado la sanción monetaria. 

 

La Corte Constitucional, en la sentencia T 557 de 2011, estableció de manera precisa 

que: es claro que las decisiones judiciales protectoras de los menores en un Estado 

social y democrático de Derecho, tienen por objeto garantizar el interés superior del 

menor. 

 

En tercer lugar, en caso de que se me niegue la posibilidad de un acuerdo de pago y llegue   

a ser privado de la libertad, por estar obligado a pagar una suma de dinero que me queda 

imposible cancelar en una sola cuota, perdería mi trabajo y por ende mi fuente de subsistencia 

directa. La anterior situación conllevaría a que se vea afectado mi mínimo vital y 

posiblemente me saque de la fuerza laboral durante un buen tiempo, debido a la dificultad 

que existe en la actualidad de conseguir trabajo estable y formal. El artículo 25 de la 



Constitución establece que “El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas 

sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un 

trabajo en condiciones dignas y justas” (2).  
 

En cuarto lugar, en caso de que se me niegue la posibilidad de un acuerdo de pago y llegue   

a ser privado de la libertad por estar obligado a pagar una suma de dinero que me queda 

imposible cancelar en una sola cuota, se estaría poniendo en riesgo la adquisición que vengo 

realizando de un apartamento propio para mí  y mi familia. He dado cuenta de cómo pago, 

en la actualidad, varias sumas de dinero por los préstamos que me realizaron diversas 

entidades, para poder adquirir un apartamento y volverlo habitable.  

 

 

En quinto lugar, el ser privado de la libertad, fruto de la no cancelación  inmediata de una 

multa, debido a una situación económica precaria en la cual me encuentro, supone el 

desconocimiento de los principios que deben ser observados para interpretar y aplicar la ley 

294 de 1996. La mencionada disposición normativa, en su artículo número tres, sostiene que 

se deben observar, para su aplicación, entre otros, los siguientes principios:  

 

1. Primacía de los derechos fundamentales y reconocimiento de la familia como 

institución básica de la sociedad. 

2.  Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud, la 

seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una 

familia y no ser separados de ella, el cuidado y el amor, la educación, la cultura, la 

recreación y la libre expresión de sus opiniones. 

 

Con la imposición y pago de la sanción monetaria mencionada a lo largo de este recurso, 

aunque  el pago sea realizado en varias cuotas, se estaría cumpliendo el fin disuasivo que 

pretende la norma frente a los comportamientos que se consideran constitutivos de violencia 

intrafamiliar, pues estoy arrepentido de los actos que ejecute y estoy seguro de que no los 

volveré a realizar. Si se va más allá de la multa y  es aceptada y decretada la conversión en 

arresto, entonces lo que se estaría poniendo en peligro son los derechos fundamentales de los 

menores que tengo a mi cargo, mis derechos fundamentales  y el reconocimiento de la familia 

como institución básica fundamental. Como ya he mencionado en reiteradas ocasiones, mis 

hijos dependen de la fuente de ingreso que yo logro proveer a través de la consignación de 

sumas periódicas de dinero a favor de ellos, lo cual logro hacer gracias al trabajo que tengo 

en este momento.  

 

 

En sexto lugar, la Corte Constitucional ha mencionado en reiteradas ocasiones, que existen 

casos en virtud de los cuales, gracias a la figura jurídica de la excepción por 

inconstitucionalidad, el operador judicial tiene una facultad-deber de inaplicar una norma  en 

el caso concreto para, en su lugar, dar aplicación y prevalencia a la Constitución. En este 

sentido, La Corte en la sentencia T 681 de 2016, estableció que la excepción por 

inconstitucionalidad se constituye como una “eficaz herramienta jurídica-política 

de protección al principio de supremacía constitucional, garantizando (en el caso concreto) 

su jerarquía y materialidad dentro del sistema de fuentes del derecho”.  
 

A su vez, en la misma providencia mencionada anteriormente y citando varias sentencias, la 

Corte Constitucional dio cuenta de cómo la excepción por inconstitucionalidad procede, entre 

muchos otros casos, cuando:  

 

“En virtud, de la especificidad de las condiciones del caso particular, la aplicación 

de la norma acarrea consecuencias que no estarían acordes a la luz del ordenamiento 

iusfundamental. En otras palabras, puede ocurrir también que se esté en presencia 

de una norma que, en abstracto, resulte conforme a la Constitución, pero no pueda 

ser utilizada en el caso concreto sin vulnerar disposiciones constitucionales”.  
 



En conclusión, negarme la posibilidad de un acuerdo de pago para la cancelación de una 

sanción que se me impuso y el hecho de que llegue a ser privado de la libertad en virtud de 

esta situación, constituye una decisión que considero, según las características propias de mi 

caso, va en contra de la Constitución, los principios orientadores previstos en la ley 294 de 

1996 y la jurisprudencia.   

 

Lo hasta en este momento mencionado, teniendo en cuenta que soy consciente del error 

cometido y que estoy dispuesto a no volver a incurrir en las acciones que generaron la 

sanción. Siempre he tenido y sigo teniendo, la intención de cumplir la multa que se me 

impuso, pero considero desproporcionado, que pierda mi libertad por que el Estado me exija 

pagar la multa en una sola cuota, aún cuando he dado cuenta de mi voluntad de pago en 

cuotas.  
 

 

ANEXOS Y PRUEBAS 

 

 

1. Certificado laboral 

2. Colillas de pago quincenas.  

3. Registro civil de nacimiento de Jerónimo. 

4. Tarjeta de identidad y registro civil de nacimiento de Thiago.  

5. Comprobantes de pago de alimentos en favor de Thiago y Jerónimo.  

6. Certificado de que pago 500.000 pesos mensuales para poder vivir en una pieza de 

una casa.  

7. Documentos que dan cuenta de los diferentes tramites que vengo adelantando para 

poder adquirir el apartamento.  

8. Documento en donde se evidencia el préstamo que tengo con Comfama y las cuotas 

que debo pagar mensualmente.  

9. Resolución N 013 expedida por la Comisaría Cuarta del Municipio de Rionegro, el 3 

de marzo de 2022.  

10. Notificación personal de la providencia que confirmó la resolución N 013 del 3 de 

marzo de 2022.  

11. Auto N 079 del 4 de abril de 2022.  

12. Documentos en los cuales tomo nota de los funcionarios con los cuales hable en 

Tesorería y Rentas.   

 

 

 

TESTIGOS: 
 
 

1. Testigo # 1:  

 

• Yuliana Vásquez Castrillón. 

• Cédula de ciudadanía: 1036958530 

• Celular: 3137184243  

 

2. Testigo # 2:  

 

• Blanca Idali Bedoya Medina.  

• Cédula de ciudadanía: 1073321405 

• Celular: 3113184042 



 

 

NOTIFICACIONES 

 

A continuación, relaciono los datos para las debidas notificaciones:  
Correo electrónico: oscarodriguez230@gmail.com 

 Celular: 300 274 3392. 

 

Oscar Alejandro Rodríguez.  

C.C. No. 14.254. 294 

 

ANEXOS:  
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Anexo #1. 



UNIFLOR S.A.S.29/03/2022 11:01:31 p.m.

COMPROBANTE PAGO DE NOMINA

PERIODO: 2022Q06

AREA:CORT2DEPTO: PDN

NETODEDUCCIONESPAGOSHORASCONCEPTOCOD.

RODRIGUEZ GOMEZ OSCAR ALEJANDRO14,254,294

0 HORAS BASICAS 117.50 $499,375.00 $0.00

4 HORAS FESTIVAS DIURNAS 8.00 $59,500.00 $0.00

17 HORAS COMPENSADAS EN TIEMPO 2.50 $10,625.00 $0.00

22 AUXILIO DE TRANSPORTE 0.00 $58,586.00 $0.00

30 AUXILIO ALIMENTACION 0.00 $50,000.00 $0.00

53 PENSION 0.00 $0.00 $22,780.00

54 SALUD 0.00 $0.00 $22,780.00

59 PRESTAMO COTRAFA 0.00 $0.00 $124,645.00

703 CAFETERIA UF2 0.00 $0.00 $1,600.00

$678,086.00 $171,805.00 $506,281.00128.00TOTAL RODRIGUEZ GOMEZ OSCAR ALEJANDRO

RECIBI CONFORME

Anexo # 2.  



UNIFLOR S.A.S.13/04/2022 6:07:18 a.m.

COMPROBANTE PAGO DE NOMINA

PERIODO: 2022Q07

AREA:CORT2DEPTO: PDN

NETODEDUCCIONESPAGOSHORASCONCEPTOCOD.

RODRIGUEZ GOMEZ OSCAR ALEJANDRO14,254,294

0 HORAS BASICAS 110.75 $470,687.00 $0.00

3 HORAS DOMINICALES DIURNAS 8.00 $59,500.00 $0.00

7 HORAS EXTRAS DIURNAS 0.00 $0.00 $0.00

17 HORAS COMPENSADAS EN TIEMPO 5.25 $22,312.00 $0.00

22 AUXILIO DE TRANSPORTE 0.00 $58,586.00 $0.00

30 AUXILIO ALIMENTACION 0.00 $50,000.00 $0.00

53 PENSION 0.00 $0.00 $22,780.00

54 SALUD 0.00 $0.00 $22,780.00

59 PRESTAMO COTRAFA 0.00 $0.00 $124,645.00

177 COMPENSATORIO POR VOTACION 4.00 $17,000.00 $0.00

$678,085.00 $170,205.00 $507,880.00128.00TOTAL RODRIGUEZ GOMEZ OSCAR ALEJANDRO

RECIBI CONFORME



Anexo # 3. 



Anexo # 4: tarjeta de identidad Thiago. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 





Anexo # 6: comprobante de pago alquiler pieza. 



Anexo # 7: trámites para adquirir el apartamento. 

 

 



 

 

 



 

 

 

 

 



Anexo #8: Préstamo Comfama.







Anexo # 9: Resolución N 013 del 3 de marzo de 2022. 

 

 



 

 



 

 

 

 

  



 

  

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 



 



Anexo # 10.



Anexo # 11.  

 

 

 



 

 

 

 



 



Anexo # 12.





